Sentencia Rol 240

ROL Nº 240

PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA DIVERSOS ARTÍCULOS DEL D.F.L. Nº 458, DE 1975, LEY GENERAL DE URBANISMO Y CONSTRUCCIONES, CON OBJETO DE FAVORECER LA MEJOR CALIDAD DE LA CONSTRUCCIÓN

Santiago, veinte de agosto de mil novecientos noventa y seis.

VISTOS Y CONSIDERANDO:

1º. Que, por oficio Nº 1.178, de 10 de julio de 1996, la Honorable Cámara de Diputados ha enviado el proyecto de ley, aprobado por el Congreso Nacional, que modifica diversos artículos del D. F. L. Nº 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones, con objeto de favorecer la mejor calidad de la construcción, a fin de que este Tribunal, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 82, Nº 1º, de la Constitución Política de la República, ejerza el control de constitucionalidad respecto de las disposiciones contenidas en el numeral 6 del artículo único;

2º. Que, el artículo 82, Nº 1º, de la Constitución Política establece que es atribución de este Tribunal: "Ejercer el control de la constitucionalidad de las leyes orgánicas constitucionales antes de su promulgación y de las leyes que interpreten algún precepto de la Constitución";

3º. Que, el artículo 74 de la Carta Fundamental establece:

“Artículo 74.- Una ley orgánica constitucional determinará la organización y atribuciones de los tribunales que fueren necesarios para la pronta y cumplida administración de justicia en todo el territorio de la República. La misma ley señalará las calidades que respectivamente deban tener los jueces y el número de años que deban haber ejercido la profesión de abogado las personas que fueren nombradas ministros de Corte o jueces letrados.

“La ley orgánica constitucional relativa a la organización y atribuciones de los tribunales sólo podrá ser modificada oyendo previamente a la Corte Suprema.”;

4º. Que, las normas sometidas a control constitucional establecen:

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley Nº 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones:

“6) Sustitúyese el artículo 19 por el siguiente:

“Artículo 19.- Las causas a que dieren lugar las acciones a que se refiere el inciso final del artículo 18, se tramitarán conforme con las reglas del procedimiento sumario establecido en el Título XI del Libro III del Código de Procedimiento Civil.

Con todo, las partes podrán someter las controversias a la resolución de un árbitro de derecho que, en cuanto al procedimiento, tendrá las facultades de arbitrador a que se refiere el artículo 223 del Código Orgánico de Tribunales. El árbitro deberá ser designado por el juez letrado competente y tener, a lo menos, cinco años de ejercicio profesional.”;

5º. Que, el numeral 7 del artículo único del proyecto que reemplaza el artículo 20 del D.F.L. Nº 458, de 1975, dispone:

“Artículo 20.- Toda infracción a las disposiciones de esta ley, a su ordenanza general y a los instrumentos de planificación territorial que se apliquen en las respectivas comunas, será sancionada con multa, a beneficio municipal, no inferior a un 0,5% ni superior al 20% del presupuesto de la obra, a que se refiere el artículo 126 de la presente ley. En caso de no existir presupuesto, el juez podrá disponer la tasación de la obra por parte de un perito o aplicar una multa que no será inferior a una ni superior a cien unidades tributarias mensuales. Todo lo anterior es sin perjuicio de la paralización o demolición de todo o parte de la obra, según procediere, a menos que el hecho sea constitutivo de delito o tenga una sanción especial determinada en esta ley o en otra.

La municipalidad que corresponda, la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva o cualquier persona podrá denunciar ante el Juzgado de Policía Local correspondiente, el incumplimiento de las disposiciones aludidas en el inciso anterior. La denuncia deberá ser fundada y acompañarse de los medios probatorios de que se disponga.

Las acciones relativas a las infracciones a que se refiere este artículo, prescribirán en el término de dos años contado desde la recepción de la obra.”;

6º. Que, el nuevo artículo 21, del D.F.L. Nº 458, de 1975, que se establece por el numeral 8 del artículo único del proyecto, dispone:

“Artículo 21.- Las infracciones a las disposiciones de esta ley, de su ordenanza general y de los instrumentos de planificación territorial serán de conocimiento del Juez de Policía Local respectivo. Tratándose de la responsabilidad de las personas jurídicas se estará a lo dispuesto en el artículo 28 de la Ley Nº 18.287. En caso de disolución, mientras esté pendiente el plazo de prescripción, las acciones se seguirán en contra de los que eran sus representantes legales a la fecha de la infracción.”;

7º. Que, no obstante que la Cámara de origen ha sometido a control, como materia propia de ley orgánica constitucional, en conformidad al artículo 82, Nº 1º, de la Constitución Política, sólo las disposiciones contempladas en el numeral 6, del artículo único del proyecto remitido, que sustituye el artículo 19 del D.F.L. Nº 458, de 1975, de igual forma este Tribunal, como lo ha declarado en oportunidades anteriores, no puede dejar de pronunciarse sobre los artículos 20 y 21 nuevos, contenidos en los numerales 7 y 8 del artículo único del proyecto remitido, que le otorgan competencia a los Jueces de Policía Local para conocer de las materias que en cada uno de ellos se mencionan, siendo así normas propias de la ley orgánica constitucional indicada en el artículo 74 de la Constitución Política;

8º. Que, de acuerdo al considerando 2º de esta sentencia, corresponde a este Tribunal pronunciarse sobre las normas del proyecto remitido que estén comprendidas dentro de las materias que el constituyente ha reservado a una ley orgánica constitucional;

9º. Que, las disposiciones contenidas en el inciso segundo del artículo 19, sustituído por el numeral 6, y en los artículos 20 y 21, reemplazados ambos por los numerales 7 y 8, todos del artículo único del proyecto sometido a control, son propias de la ley orgánica constitucional indicada en el artículo 74 de la Constitución Política de la República;

10º. Que, las disposiciones contenidas en el inciso primero del artículo 19, sustituído por el numeral 6 del artículo único del proyecto remitido, no son propias de ley orgánica constitucional, según se desprende de la interpretación que deriva de su texto, de la naturaleza de las leyes orgánicas constitucionales dentro de nuestra normativa jurídica y del espíritu del constituyente al incorporarlas a nuestra Carta Fundamental;

11º. Que, respecto del artículo 19, sustituído por el numeral 6 del artículo único del proyecto sometido a control de este Tribunal, se ha dado cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 74, inciso segundo, de la Carta Fundamental;

12º. Que, por las razones indicadas en la disidencia conjunta de la sentencia de fecha 25 de abril de 1995, Rol Nº 197, los sentenciadores de este Tribunal en esta causa consideran, que en igual forma, se ha dado cumplimiento al precepto constitucional del artículo 74, inciso segundo de la Carta Fundamental en relación a los artículos 20 y 21 nuevos, contenidos en los numerales 7 y 8 del artículo único del proyecto remitido;

13º. Que, consta de autos, que las disposiciones sometidas a control de constitucionalidad han sido aprobadas en ambas Cámaras del Congreso Nacional con las mayorías requeridas por el inciso segundo del artículo 63 de la Constitución Política, y que sobre ellas no se ha suscitado cuestión de constitucionalidad.

Y, VISTO, lo dispuesto en los artículos 63, 74 y 82, Nº 1º de la Constitución Política de la República, y lo prescrito en los artículos 34 al 37 de la Ley Nº 17.997, de 1981, Orgánica Constitucional de este Tribunal,

SE DECLARA:

1. Que las disposiciones contempladas en el inciso segundo del artículo 19, sustituído por el numeral 6 del artículo único del proyecto remitido, son constitucionales.

2. Que las disposiciones contenidas en los artículos 20 y 21, reemplazados por los numerales 7 y 8 del artículo único del proyecto remitido, son constitucionales.

3. Que el Tribunal no se pronuncia sobre las disposiciones contenidas en el inciso primero del artículo 19, sustituído por el numeral 6 del artículo único del proyecto remitido, por versar sobre materias que no son propias de ley orgánica constitucional.

En relación a lo resuelto en el punto 2 de esta sentencia, este Tribunal entró a conocer de las disposiciones contenidas en los numerales 7 y 8 del artículo único del proyecto, luego de haberse producido al respecto empate de votos, contando dicha decisión con el voto conforme del Presidente del Tribunal, de acuerdo a lo dispuesto en la letra f) del artículo 8º de la Ley Nº 17.997. Votaron por que el Tribunal no entrara a pronunciarse sobre dichos preceptos los Ministros señora Luz Bulnes, señores Osvaldo Faúndez y Servando Jordán.

La declaración de que las normas a que alude el punto 2 de esta sentencia son constitucionales, obtuvo empate de votos, contando dicha decisión con el voto conforme del Presidente del Tribunal, de acuerdo a lo dispuesto en la letra f) del artículo 8º de la Ley Nº 17.997. Votaron por la inconstitucionalidad de esas disposiciones los Ministros señores Ricardo García, Osvaldo Faúndez y Servando Jordán, por considerar que a su respecto no se ha dado cumplimiento a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 74 de la Constitución Política de la República.

Devuélvase el proyecto a la H. Cámara de Diputados, rubricado en cada una de sus hojas por el Secretario del Tribunal, oficiándose.

Regístrese, déjese fotocopia del proyecto y archívese.

Rol Nº 240.-

Pronunciada por el Excmo. Tribunal Constitucional, integrado por su Presidente don Manuel Jiménez Bulnes, y los Ministros señora Luz Bulnes Aldunate, señores Ricardo García Rodríguez, Osvaldo Faúndez Vallejos, Servando Jordán López y Juan Colombo Campbell.

Autoriza el Secretario del Tribunal Constitucional, don Rafael Larrain Cruz.
